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I. RESUMEN

1. El 28 mayo de 1997, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una petición presentada por Alicia Oliveira, Raúl Zaffaroni y Alberto Bovino, con el co-patrocinio del Centro por la Justicia y el Derecho Internacional CEJIL (en adelante “los peticionarios”), en la cual se alega la violación por parte de la República Argentina (en adelante, “el Estado” o “el Estado argentino”) de los artículos 7, 8, 24  y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”), en conexión con el artículo 1(1) del mencionado instrumento, y los artículos I, II, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en perjuicio del señor Rodolfo Luis Correa Belisle (en adelante “la presunta víctima”). Durante el trámite, el 25 de junio de 2004, los peticionarios enviaron a la CIDH un comunicado solicitando que el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), fuera considerado como co-peticionario. 
2. Los co-peticionarios señalaron que en abril de 1994 se ordenó a la presunta víctima, capitán del ejército argentino, que realizara un rastrillaje en el Regimiento de Zapala, el cual le llevó a encontrar el cadáver del soldado Carrasco, quien pocos días antes había ingresado a ese regimiento. Agregaron que como consecuencia de la muerte del soldado Carrasco, se inició un proceso penal. En dicho proceso se llamó a declarar al señor Correa Belisle quien habría denunciado actividades realizadas por personal militar que él consideraba ilegales. Los peticionarios alegaron que como consecuencia de dichas declaraciones y porque el entonces Jefe del Estado Mayor se consideró ofendido, se le inició a Correa Belisle un proceso en la jurisdicción penal militar, en el que fue condenado a tres meses de arresto por la infracción militar de “irrespetuosidad”.

3. Los peticionarios alegaron que el Estado argentino era responsable por la detención arbitraria sufrida por el señor Correa Belisle, así como por las diversas violaciones a las garantías judiciales y al debido proceso, ocurridas durante el proceso seguido contra el mismo. 
4. En el presente informe de solución amistosa, según lo establecido en el artículo 49 de la Convención y en el artículo 41(5) del Reglamento de la Comisión, se efectúa una reseña de los hechos alegados por la parte peticionaria. Asimismo, se transcribe el acuerdo de solución amistosa suscrito el 14 de agosto de 2006 por la República Argentina y por la parte  co-peticionaria, el cual fue aprobado mediante Decreto Ejecutivo Nacional N° 1257/2007 el 18 de septiembre de 2007. Asimismo, se aprueba el acuerdo suscrito entre las partes y se acuerda la publicación del presente informe.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 24 de febrero de 2004, la CIDH aprobó el Informe de Admisibilidad Nº 2/04, por medio del cual declaró admisible la petición respecto de las presuntas violaciones de los artículos 7, 8, 13, 24 y 25, en relación con los artículos 1(1) y 2 de la Convención Americana. Dicho informe fue transmitido a las partes en comunicación de 12 de marzo de 2004, por medio de la cual la CIDH se puso a disposición de las partes para llegar a una solución amistosa del asunto conforme al artículo 48(1)(f) de la Convención Americana y 38(2) de su Reglamento. Mediante comunicación de 26 de octubre de 2004, los peticionarios manifestaron a la CIDH su voluntad de someterse al procedimiento de solución amistosa.  

6. Adicionalmente la Comisión recibió comunicación de los peticionarios en las siguientes fechas: 24 de mayo de 2004, 29 de junio de 2004, 7 de julio de 2004, 12 de enero de 2005, 1° y 30 de septiembre de 2005, 17 de febrero de 2006 y 30 de junio de 2006, las que fueron debidamente trasladadas al Estado.

7. Por otra parte, la CIDH recibió comunicaciones del Estado en las siguientes fechas: 3 y 21 de marzo de 2006, 27 de abril de 2006, 21 de agosto de 2006 y 1 de septiembre de 2006, las que fueron debidamente trasladadas a la parte peticionaria.

8. El 26 de septiembre de 2004, se celebró una reunión de trabajo entre las partes en la sede del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto en Buenos Aires. Asimismo, la Comisión convocó a las partes para la celebración de reuniones de trabajo en las siguientes fechas: 2 de marzo de 2005, 19 de octubre de 2005 y 8 de marzo de 2006, las que fueron llevadas a cabo en el marco de periodos de sesiones de la CIDH.

9. El 19 de septiembre de 2006, la CIDH recibió copia del acuerdo de solución amistosa contenido en el Decreto N° 1257/2007 del 18 de septiembre de 2007, suscrito por una parte por el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), representado en ese acto por el Dr. Gastón Chillier, y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), representado en ese acto por la Dra. Julieta Di Corletto, y por otra parte la República Argentina representada por el  Subsecretario de Promoción y Protección de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, Dr. Rodolfo Aurelio Mattarollo; la señora Asesora de Gabinete del Ministerio de Defensa, Dra.  Ileana Arduino, y por el señor Representante Especial para Derechos Humanos en el Ámbito Internacional, Embajador Horacio Méndez Carreras. 
III. LOS HECHOS 
10. Los peticionarios señalaron que la presunta víctima fue detenida arbitrariamente, debido a una sanción de arresto impuesta por la jurisdicción militar argentina, en violación del artículo 7 de la Convención Americana; en un proceso que, además, vulneró flagrantemente su derecho a la defensa, el principio de imparcialidad de las autoridades judiciales y la igualdad ante la ley; derechos consagrados en los artículos 8, 24 y 25 de la Convención. 

11. El señor Correa Belisle egresó del Colegio Militar de la Nación en 1980 con el grado de subteniente, se perfeccionó 8 años en defensa aérea y, posteriormente, estuvo 8 años en el Regimiento de Zapala (Provincia de Neuquén), donde en 1993 fue nombrado Capitán de Artillería.

12. Los peticionarios indicaron que en marzo de 1994, cuando en Argentina aún regía el servicio militar obligatorio, ingresó al Regimiento de Zapala el joven Omar Carrasco. 
13. Los peticionarios señalaron que el 6 de abril de 1994, el capitán Rodolfo Luis Correa Belisle inició un rastrillaje en el Regimiento de Zapala, el cual habría sido ordenado por su superior, el Teniente Coronel With quien, a la pregunta de qué era lo que tenía que buscar, respondió “un muerto”. Agregaron que, efectivamente, como resultado de dicha operación se habría encontrado el cadáver del soldado Carrasco. Señalaron que en el mes de mayo de ese mismo año, Correa Belisle fue llevado en el avión del General Balza a la sede del Estado Mayor, donde fue interrogado sobre los hechos relacionados con el rastrillaje, a fin de “conocer todo lo que sabía y cuál era el riesgo que [la presunta víctima] representaba para la institución y sus superiores”.  

14. Como consecuencia de la muerte del soldado Carrasco se inició un proceso penal ante la jurisdicción ordinaria, en el que resultaron procesados un oficial, dos suboficiales y dos soldados.  Los peticionarios indicaron que dentro de dicho proceso fueron citados a declarar varios oficiales, suboficiales y soldados que cumplían funciones en el regimiento al que pertenecía el joven Carrasco, entre los cuales se encontraba el capitán Rodolfo Luis Correa Belisle. 
15. En su declaración, el señor Correa Belisle señaló conocer la realización de tareas por parte del personal de inteligencia del ejército, relacionadas con el caso Carrasco, así como la alteración de pruebas para encubrir el hecho.  Igualmente, cuando se le advirtió que el propio Jefe del Estado Mayor, el General Martín Balza, había negado la realización de tareas de inteligencia, Correa Belisle declaró        "... pero lo he escuchado mentir sobre el caso Carrasco hasta el mismo general Balza…” y “yo escuché… al General Balza en un reportaje… opinar sobre el caso Carrasco y mentía..."
.  Los peticionarios afirmaron que, como consecuencia de dicho testimonio, el Jefe del Estado Mayor se consideró ofendido e inició un proceso penal contra Rodolfo Luis Correa Belisle, en el ámbito de la justicia penal militar.  Dicho proceso fue instruido por el juez de instrucción militar N.9, por la conducta de "irrespetuosidad". 

16. Los peticionarios indicaron que el 21 de octubre de 1996 el juez de instrucción militar dictó auto de prisión preventiva a Correa Belisle, pues consideró que este había incurrido en irrespetuosidad, debido a sus declaraciones referentes al General Balza, rendidas ante la justicia ordinaria y algunos medios de comunicación.  Asimismo, los peticionarios señalaron que el 14 de noviembre de 1996 presentaron un escrito de inhibitoria ante el Juzgado Federal de Neuquén, alegando la transgresión a la garantía del juez natural, debido a que consideraron que la competencia en este asunto debía ser atribuida a la jurisdicción ordinaria, ya que el señor Correa Belisle, en caso de haber incurrido en alguna conducta penal al emitir las declaraciones en cuestión, habría incurrido en injuria
, delito cuya competencia correspondía a la justicia civil federal.  

17. La inhibitoria fue resuelta de manera negativa por parte del Juez Federal de Neuquén, el 18 de diciembre de 1996, quien señaló que la irrespetuosidad constituía un delito esencialmente militar, debido a la calidad y naturaleza militar tanto del autor, como del bien jurídico tutelado, es decir, la disciplina militar. En consecuencia, sólo los tribunales castrenses tenían competencia para juzgarla.  Posteriormente, el caso fue elevado al Consejo de Guerra Permanente para su resolución en juicio, cuya sentencia condenó al señor Correa Belisle a tres meses de arresto por la infracción militar de irrespetuosidad, contenida en el artículo 665 del Código de Justicia Militar
 (en adelante "CJM").

18. Según los peticionarios, durante el proceso militar se cometieron varias violaciones al derecho de defensa del señor Correa Belisle. Indicaron entre otras, la presentación a la indagatoria sin defensor, lo cual según ellos se debió a que el CJM lo prohibía; la imposibilidad de designar un defensor de confianza, por cuanto los tribunales militares sólo admitían la presencia de defensores militares; y el rechazo sin fundamento por parte de dichos tribunales de varias solicitudes de práctica de pruebas, que conducirían a establecer la inocencia del imputado.  Asimismo, los peticionarios consideraron que el procedimiento establecido por el CJM, contenía numerosas disposiciones que vulneraban el derecho de defensa, ya que restringía ilegítimamente las posibilidades de su ejercicio efectivo. 

19. Los peticionarios indicaron que los jueces que actuaron en la causa del señor Correa Belisle, dependían jerárquicamente del Jefe del Estado Mayor, el General Martín Balza, lo que afectaba principios del debido proceso; más aún, cuando éste pudo intervenir de manera directa en el proceso, como en efecto lo hizo, al dirigir una nota al Juez de Instrucción referente al lugar en donde debería permanecer recluido Correa, así como en la emisión de una requisitoria fiscal.

20. Los peticionarios señalaron que el único mecanismo previsto en la legislación interna contra la falta de revisión judicial lo constituía el recurso de hábeas corpus, el cual fue interpuesto oportunamente, el 16 de enero de 1997, por los defensores civiles del señor Correa Belisle ante el juez competente.  Dicho recurso fue rechazado el mismo día de su interposición, por considerar que no se trataba del recurso idóneo y procedente para cuestionar la validez de una sanción disciplinaria dispuesta por un órgano competente y conforme a derecho. Esta decisión fue confirmada por la segunda instancia, el 17 de enero del mismo año. 
IV.      SOLUCIÓN AMISTOSA
 

21. El 14 de agosto de 2006, los co-peticionarios suscribieron junto con representantes de la República Argentina el acuerdo de solución amistosa, en cuyo texto se establece lo siguiente: 

“ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
Las partes en la petición N° 11.758 del registro de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: Los co-peticionarios, Rodolfo Correa Belisle, el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), representado en este acto por el Dr. Gastón Chillier, y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), representado en este acto por la Dra. Julieta Di Corletto, y el Gobierno de la República Argentina, en su carácter de Estado parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en adelante “La Convención”, representado por el señor Subsecretario de Promoción y Protección de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, Dr. Rodolfo Aurelio Mattarollo, la señora Asesora de Gabinete del Ministerio de Defensa, Dra. Ileana Arduino, y por el señor Representante Especial para Derechos Humanos en el Ámbito Internacional, Embajador Horacio Méndez Carreras, acreditan que han llegado a un acuerdo de solución amistosa de la petición, cuyo contenido se desarrolla a continuación. 
I. El proceso de solución amistosa

1. Tomando en cuenta las conclusiones del informe de admisibilidad N° 2/04 adoptado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el marco de su 119° período ordinario de sesiones – que se adjunta al presente acuerdo – con fecha 24 de agosto de 2004, el Estado argentino y los peticionarios convinieron en abrir un espacio de diálogo tendiente a explorar la posibilidad de una solución amistosa de la petición. 
2. En dicha ocasión los peticionarios manifestaron que la agenda de trabajo a seguir debería incluir: a) Un reconocimiento público de responsabilidad por parte del Estado, incluyendo un pedido de disculpas; b) Una reforma legislativa vinculada con el Código de Justicia Militar, y c) Una reparación pecuniaria. 

3. Desde entonces, se inició un proceso de diálogo entre las partes en cuyo marco se evaluaron distintas iniciativas relacionadas con la agenda de trabajo propuesta. 

II. Acuerdo de solución amistosa

      Atento a ello, el Gobierno de la República Argentina y los peticionarios acuerdan:
1. Reconocimiento de Responsabilidad Internacional 

Habiendo evaluado los hechos denunciados a la luz de las conclusiones del informe de admisibilidad N° 2/04, y considerando el dictámen N° 240544 de fecha 27 de febrero de 2004 producido por la Auditoría General de las Fuerzas Armadas en cuyo marco se señaló, entre otros aspectos, que “…estamos ante una situación clara – un sistema de administración de justicia militar que no asegura la vigencia de derechos de los eventualmente vinculados a causas penales en trámite en esa jurisdicción, a la vez que impotente para asegurar una recta administración de justicia”, el Estado argentino reconoce su responsabilidad internacional en el caso por la violación de los artículos 7, 8, 13, 24, y 25, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y se compromete a adoptar las medidas de reparación contempladas  en el presente instrumento.
2. Medidas de reparación no pecuniarias

a) El Estado argentino se disculpa con el señor Rodolfo Correa Belisle

En función del reconocimiento de responsabilidad internacional que precede, el Estado argentino considera oportuno presentar sus más sinceras disculpas al señor Rodolfo Correa Belisle por el hecho producido en 1996, durante el cual fue sometido a un proceso y juicio militar que culminó con una condena de 90 días de arresto como consecuencia de la aplicación en la especie de una normativa incompatible con los estándares internacionales exigibles. 

En ese sentido, y conforme a la evaluación de las  circunstancias que rodearon al caso expuesto por los peticionarios ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y del cual los órganos competentes del Estado nacional han hecho oportuno mérito, en el marco del proceso seguido contra Rodolfo Correa Belisle no se ha cumplido con la estricta observancia de los derechos y garantías que el derecho internacional de los derechos humanos requiere en la materia, razón por la cual se impone la presente disculpa como parte del compromiso que asume el Estado nacional. 

b) La reforma del Sistema de Administración de Justicia Militar

En la reunión de trabajo celebrada durante el 124° período ordinario de sesiones de la CIDH, la delegación gubernamental informó acerca del estado de situación de los esfuerzos llevados a cabo desde el Estado argentino en relación al cambio legislativo vinculado con el sistema de justicia militar. En ese sentido, se informó acerca del dictado en el ámbito del Ministerio de Defensa de la resolución N° 154/06 mediante la cual se conformó, un grupo de trabajo integrado por expertos de las Secretarías de Derechos Humanos y de Política Criminal y Asuntos Penitenciarios del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, diversos representantes de organizaciones de la sociedad civil, la Universidad de Buenos Aires, y miembros de las Fuerzas Armadas, cuyo trabajo se ha concertado en la transformación del régimen disciplinario militar, una revisión integral de la legislación militar, y la consideración de cuestiones atinentes a la regulación de actividades en el marco de operaciones de paz y situaciones de guerra, habiéndose previsto un plazo de 180 días para la finalización de sus actividades. El citado grupo de trabajo concluyó, con anterioridad a dicho plazo, la elaboración de un proyecto de reforma del Sistema de Administración de Justicia Militar, el que fue formalmente elevado a la señora Ministro de Defensa con fecha 19 de julio de 2006. 
Atento a ello, el Estado argentino se compromete a hacer sus mejores esfuerzos para remitir dicho proyecto de reforma al Congreso de la Nación con anterioridad  a la finalización del presente período ordinario de sesiones legislativas. 

c) Publicación del acuerdo de Solución Amistosa

El estado argentino se compromete a dar a publicidad el presente acuerdo, por una vez y en forma completa, en el Boletín Oficial de la República Argentina, a  los diarios  “Clarín”, “La Nación“ “Río Negro” y “La Mañana del Sur”, como así también en el Boletín Reservado del Ejército, en el Boletín Público del Ejército, en la revista “Soldados” y en el periódico “Tiempo Militar”, todo ello una vez que el presente acuerdo sea debidamente aprobado de acuerdo con lo expresado en el punto III del presente instrumento y homologado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos conforme lo dispuesto por el artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
3. Declaración del peticionario respecto a reparaciones pecuniarias

Atento a que el peticionario ha promovido demanda por daños y perjuicios contra el Estado nacional que tramita en autos caratulados “CORREA BELISLE, RODOLFO LUIS c/ESTADO NACIONAL ARGENTINO – ESTADO MAYOR GENERAL DEL EJERCITO S/PROCESO DE CONOCIMIENTO” Expte. N” 8752/98 Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal N° 1, Secretaría N° 1, éste declara que declina de todo reclamo pecuniario en sede internacional en función de que éste integra parte de una reparación por todo concepto que peticiona en la causa mencionada precedentemente ante los Tribunales de la República Argentina. 
III. Firma ad referéndum 

Las partes manifiestan que el presente instrumento se suscribe ad referéndum de la sanción legislativa del proyecto de reforma del Código de Justicia Militar a que hace referencia en el punto II.2.b. Una vez que ello acontezca, se solicitará a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos la aprobación del presente acuerdo de solución amistosa y la adopción del informe previsto en el artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
IV. Conclusiones

El Gobierno de la República Argentina y los Peticionarios celebran la firma del presente acuerdo, manifiestan su plena conformidad con su contenido y alcance y valoran mutuamente la buena voluntad puesta de manifiesto en el proceso de negociación. 

En tal sentido, se deja constancia que el presente acuerdo deberá ser perfeccionado mediante su aprobación por Decreto del Poder Ejecutivo Nacional.”

V.
DETERMINACIÓN DE COMPATIBILIDAD Y CUMPLIMIENTO

 

22. La CIDH reitera que de acuerdo con los artículos 48(1)(f) y 49 de la Convención, este procedimiento tiene como fin “llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención”.  La aceptación de llevar a cabo este trámite expresa la buena fe del Estado para cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención en virtud del principio pacta sunt servanda. También desea reiterar que el procedimiento de solución amistosa contemplado en la Convención, permite la terminación de los casos individuales en forma no contenciosa y ha demostrado, en casos relativos a diversos países, ofrecer un vehículo importante y efectivo de solución, que puede ser utilizado por ambas partes.

23. En esta oportunidad, la CIDH observa que en la cláusula primera correspondiente a la sección segunda del acuerdo de solución amistosa, aparece consignado el reconocimiento de responsabilidad en el ámbito internacional en su calidad de Estado Parte de la Convención, así como de las violaciones a los artículos 7, 8, 13, 24 y 25 en relación con el artículo 1(1) de la Convención, y se compromete a adoptar las medidas de reparación contempladas en el acuerdo de solución amistosa. La Comisión valora positivamente el reconocimiento de responsabilidad del Estado argentino por el incumplimiento de sus obligaciones internacionales referido a los derechos consagrados en los artículos 7, 8, 13, 24 y 25 en relación con el artículo 1(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  

24. La Comisión Interamericana ha seguido de cerca el desarrollo de la solución amistosa lograda en el presente caso; tal como se manifestó en el comunicado de prensa N° 43/06, en el que la CIDH destacó la trascendencia del acuerdo firmado entre el gobierno de Argentina y los peticionarios, que incluyó el compromiso de reformar el Código de Justicia Militar, a fin de que se otorgara a los militares las mismas garantías del debido proceso con que cuentan los civiles. 
25. El Código de Justicia Militar fue derogado en noviembre de 2007 y se adoptó un nuevo sistema bajo el cual los delitos cometidos por militares serán juzgados por la justicia ordinaria. La nueva ley elimina el fuero militar y erradica la pena de muerte. Por otra parte, establece un nuevo régimen disciplinario en el cual se suprimen las sanciones discriminatorias relacionadas con la homosexualidad y se sanciona como falta grave o gravísima el acoso sexual dentro de las Fuerzas Armadas.

26. Posteriormente se emitió el comunicado de prensa N° 36/08 del 12 de agosto de 2008, con el que la CIDH expresó su profunda satisfacción por la derogación del Código de Justicia Militar en Argentina y la adopción de un nuevo sistema, esto en cumplimiento del Acuerdo de Solución Amistosa contenido en el Decreto N° 1257/2007, suscrito el 18 de Septiembre de 2007. La Comisión valora altamente los esfuerzos desplegados por las partes para lograr esta solución y declara que el mismo resulta compatible con el objeto y fin de la Convención.
 


VI.
CONCLUSIONES

27.  Con base en las consideraciones que anteceden y en virtud del procedimiento previsto en los artículos 48(1) (f) y 49 de la Convención Americana, la Comisión desea reiterar su profundo aprecio por los esfuerzos realizados por las partes y su satisfacción por el logro del acuerdo de solución amistosa en el presente caso basado en el objeto y fin de la Convención Americana.

28. En virtud de las consideraciones y conclusiones expuestas en este Informe, 

 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS DECIDE:

 

1.
Aprobar los términos del acuerdo de solución amistosa firmado por las partes el 14 de agosto de 2006.

 

2.
Continuar con el seguimiento y la supervisión del cumplimiento de la obligación de publicar el acuerdo amistoso, según el inciso c) del punto 2 del mismo y, en este contexto, recordar a las partes su compromiso de informar periódicamente a la CIDH sobre el cumplimiento.

3.
Hacer público el presente informe e incluirlo en su Informe anual a la Asamblea General de la OEA.
 
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de marzo de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, Rodrigo Escobar Gil, y José de Jesús Orozco Henríquez, Miembros de la Comisión. 
La que suscribe, Elizabeth Abi-Mershed, en su carácter de Secretaria Ejecutiva Adjunta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de conformidad con el artículo 49 del Reglamento de la Comisión, certifica que es copia fiel del original depositado en los archivos de la Secretaría de la CIDH.

Elizabeth Abi-Mershed

Secretaria Ejecutiva Adjunta
� Dicha conducta se encontraba descrita en el Código de Justicia Militar, vigente al momento de los hechos, de la siguiente manera: " ARTICULO  663. El militar que, en actos del servicio de armas o con ocasión de él, o en presencia de tropa formada, agraviare, amenazare, injuriare o de cualquier otro modo faltare al respeto debido al superior, con palabras, escritos, dibujos o procederes inconvenientes, será reprimido con  prisión. En tiempo de guerra frente al enemigo, la pena será de muerte o reclusión".


� Declaración extraída de la denuncia presentada a la CIDH por los peticionarios de fecha 28 de mayo de 1997.


� La injuria se encuentra tipificada en el Código Penal  en el artículo 110, que dispone "El que deshonrare o desacreditare a otro, será reprimido con multa o prisión de un mes a un año”.


� Dicho artículo disponía: "Al  militar  que  cometiere  los  hechos a que se refiere  el  artículo  663, fuera  de  actos del servicio,  se le impondrá, en todo tiempo, prisión menor, destitución  u otra sanción disciplinaria". 





